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«Fallamos: Estimamos el recurso contencioso-administrativo 
interpuesto por don Manuel Lasaosa Callau, en su propio nombre 
y derecho, contra la resolución del Ministerio de Defensa de 11 
de septiembre de 1981, dictada en el expediente administrativo 
a que se refieren estas actuaciones, resolución que anulamos 
por no ser conforme a derecho en cuanto que, a los efectos 
de aplicación de los beneficios del Real Decreto-ley 8/1978, de­
terminó como empleo que hubiera alcanzado el recurrente el de 
Cabo primero, y declaramos que el indicado empleo hubiera 
sido el de Capitán, y no hacemos expresa imposición de cos­
tas.

Asi por esta nuestra sentencia, testimonio de la cual será 
remitido para su ejecución, junto con el expediente, a la ofi­
cina de origen, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1958, y en uso de las facultades que me confiere 
el artículo 3.“ de la Orden del Ministerio de Defensa número 
54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus pro­
pios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 6 de septiembre de 1984.—P. D., el Director general 

de Personal, Federico Michavila Pallarás.

Excmo. Sr. Teniente General Jefe del Estado Mayor del Ejér­
cito (JEME).

24299 ORDEN 111/01839/1984, de 6 de septiembre, por 
la que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
de la Audiencia Nacional, dictada con fecha 23 
de mayo de 1984 en el recurso contencioso-admi- 
nistrativo interpuesto por doña Ana Bastazo Pa­
lacios, huérfana de don Esteban Bastazo Jiménez, 
Carabinero.

Excmo. br.: tn el recurso contencioso-administrativo segui­
do en única instancia ante la Sección Tercera de la Audiencia 
Nacional, entre partes, de una, como demandante, doña Ana 
Bastazo Palacios, quien postuia por sí misma, y de otra, como 
demandada, la Administración Pública, representada y defendi­
da por el Abogado del Estado, contra resolución del Ministe­
rio de Defensa de 25 de octubre de 1982 se ha dictado sen­
tencia con fecha 23 de mayo de 1984 cuya parte dispositiva es 
com> sigue:

«Fallamos: Desestimamos el recurso contencioso-administra­
tivo interpuesto por doña Ana Bastazo Palacios, en su propio 
nombre y derecho, contra la resolución del Ministerio de De­
fensa de 25 de octubre de 1982 dictada en el expediente ad­
ministrativo a que se refieren estas actuaciones, resolución que 
declaramos conforme a derecho y no hacemos expresa imposi­
ción de costas.

Así, por esta nuestra sentencia, testimonio de la cual será 
remitido junto con el expediente, para su ejecución, a la ofi­
cina de origen lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1958, y en uso de las facultades que me con­
fiere el articulo 3." de la Orden del Ministerio de Defensa nú­
mero 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia. .

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madí.d, 0 de septiembre de 1994 — P. D., el Director general 

de Personal, Federico Michavila Pailarés.

Excmo. Sr. Teniente General Jefe del Estado Mayor del Ejér­
cito (JEME).

24300 ORDEN 111/01845/1984, de 6 de septiembre, por 
la que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
del Tribunal Supremo, dictada con fecha 21 de 
mayo de 1984, en el recurso contencioso-adminís- 
trativo interpuesto por don Santiago Hernández 
Jackson, Cabo de Infantería.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partes, de una, como demandante, don Santiago Hernán­
dez Jackson, quien postula por si misino, y de otra, como 
demandada, la Administración Pública, representada y defendi­
da por el Abogado del Estado, contra resoluciones del Consejo 
Supremo de Justicia Militar de 25 de marzo de 1982 y 3 de 
febrero da 1883, se ha dictado sentencia con fecha 21 de mayo 
de 1984, cuya porte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que aceptando el allanamiento de la Adminis­
tración. estimamos parcialmente el recurso contencioso-adminis- 
traüvo interpuesto por don Santiago Hernández Jackson contra 
las resoluciones de la Sala de Gobierno del Consejo Supremo de

Justicia Militar, de 25 de marzo de 1982 y 3 de febrero de 1983, 
las que anulamos en cuanto fijan el haber de retiro del recu­
rrente en cuantía inferior al 90 por 100 del regulador, debiendo 
realizarlo en ese porcentaje, y manteniendo los demás pronun­
ciamientos de las resoluciones impugnadas, con la consiguiente 
liquidación de atrasos a partir del 1 de noviembre de 1980.

Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bo­
letín Oficial del Estado” e insertará en la "Colección Legisla­
tiva”, definitivamente juzgando, lo pronunciamos, mandamos 
y firmamos*»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me con­
fiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa 
número 54'T982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios t rminos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 6 de septiembre de 1984.—P. D., el Director gene 

ral de-Personal, Federico Michavila Pailarés.

Excmo. Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo
de Justicia Militar.

24301 ORDEN 111/01871/1984, de 6 de septiembre, por 
la que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
del Tribunal Supremo, dictada con fecha 18 de 
mayo de 1984, en el recurso contencioso-administra- 
tivo interpuesto por don Antonio Sánchez Mesas 
Chacón, Guardia civil.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
er.tre partes, de una, como demandante, don Antonio Sánchez 
Mesas Chacón, quien postula por sí mismo, y de otra, como 
demandada, la Administración Pública, representada y defen­
dida por el Abogado del Estado, contra resoluciones del Consejo 
Supremo de Justicia Militar de 18 de febrero de 1981 y 3 de fe­
brero de 1983, se ha dictado sentencia con fecha 18 de mayo 
de 1984, cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que aceptando el allanamiento de la Administra­
ción, estimamos el recurso contencioso-administrativo interpues» 
to por don Antonio Sánchez Mesas Chacón, contra las resolu­
ciones de la Sala de Gobierno del Consejo Supremo de Justicia 
Militar de 18 de febrero de 1981 y 3 de febrero de 1983, las que 
anulamos en cuanto fijan el haber de retiro del recurrente en 
cuantía inferior al 90 por 100 del regulador, debiendo realizarlo 
en ese porcentaje, y manteniendo los demás pronunciamientos 
de las resoluciones impugnadas. Sin imposición de costas.

Así por esta nuestra sentencia, definitivamente juzgando, lo 
pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1950, y en uso de las facultades que me con­
fiere el artículo 3 0 de la Orden del Ministerio de Defensa nú­
mero 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
MadrP’, 6 de septiembre de' 1984.—P. D., el Director general 

de Personal, Federico Michavila Pallares.

Excmo. Sr. Teniente General, Presidente del Consejo Supremo
de Justicia Militar.

24302 ORDEN 111/01872/1984, de 6 de septiembre, por 
la que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
del Tribunal Supremo, dictada con fecha 5 de mayo 
de 1984, en el recurso contencioso-administrativo in- 
terpuesto por don Martin Sánchez Muñoz, Sargento 
de Ingenieros.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partes, de una, como demandante, don Martin Sánchez 
Muñoz, quien postula por sí mismo, y de otra, como doman 
dada, la Administración Pública, representada y defendida por 
e) Abogado del Estado, contra resoluciones del Consejo Supre 
mo de Justicia Militar, se ha dictado sentencia con fecha 5 de 
mayo de 1984, cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallam Quo aceptando el allanamiento de la Administra­
ción, estimamos el recurso contencioso-administrativo interpues­
to por don Martín Sánchez Muñoz contra las resoluciones de 
la Sala de Gobierno del Consejo Supremo de Justicia Militar 
sobre señalamiento de su haber pasivo las que anulamos en 
cuanto íijan el haber do retiro del recurrente en cuantía in 
forior al 90 por 100 del regulador, debiendo realizarlo en ese 
porcentaje y manteniendo los demás pronunciamientos de las 
resoluciones impugnadas. Sin imposición de costas.


